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Resumen: este trabajo busca examinar el papel del principio de 
laicidad en el combate a favor de los derechos reproductivos 
en México, en particular, en lo que respecta a la despenaliza-
ción del aborto. En un primer tiempo, se muestra la conver-
gencia entre el proceso de laicización del país y la defensa de 
una agenda feminista. En un segundo momento, se enfatiza la 
utilización, por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, del principio constitucional de laicidad para reforzar el 
derecho a la autonomía de las mujeres y personas gestantes. En 
un tercer momento, se aborda la cuestión de la naturaleza jurí-
dica del embrión y feto humano desde el mirador de la laicidad.

Abstract: this work examines the role of the principle of secu-
larism in the fight for reproductive rights in Mexico, particular-
ly regarding the decriminalization of abortion. At first, the con-
vergence between the process of secularization of the country 
and the defense of a feminist agenda is shown. In a second mo-
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ment, the use, by the Supreme Court of Justice of the Nation, of 
the constitutional principle of secularism to reinforce the right 
to autonomy of women and pregnant people is emphasized. In 
a third moment, the question of the legal nature of the human 
embryo and fetus is addressed from the principle of secularism.
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gestantes. IV. La lectura laica de la naturaleza jurídica del em-
brión humano. V. Reflexiones finales. Referencias.

I. Introducción

A pesar de los importantes avances en materia de derechos 
reproductivos, el aborto en México sigue siendo un tema con-
trovertido en un país tradicionalmente machista y católico. De 
acuerdo con la última encuesta de Ipsos de 2023, en México, solo 
el 45% de las personas encuestadas considera que el aborto debe 
ser legal a petición de la mujer durante el primer trimestre del 
embarazo.2 Esta cifra ha disminuido desde 2022, año en que se 
registró 52% de aprobación. Este retroceso no deja de llamar la 
atención, especialmente porque la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación despenalizó el aborto en 2021, identificando un dere-
cho constitucional a decidir sobre el cuerpo y considerando la 
criminalización absoluta del derecho al aborto como una viola-
ción de los derechos a la autonomía, a la salud, a la intimidad, a 
la igualdad entre hombres y mujeres, y como una transgresión al 
carácter laico del Estado mexicano. 

Es precisamente sobre este último aspecto que centraré la 
discusión. A pesar de una sólida trayectoria histórica laica, Méxi-

2	 Ipsos, “Miradas globales del aborto”, agosto de 2023, https://www.reverso.
net/traducci%C3%B3n-texto#sl=spa&tl=fra&text=agosto%25202023
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co sigue atravesado por importantes corrientes conservadoras de 
inspiración religiosa, que han organizado una resistencia activa 
en contra de los derechos reproductivos. Estos actores —tradi-
cionalmente la Iglesia católica y más recientemente denomina-
ciones evangélicas— han desplegado una narrativa en la que el 
aborto y la “ideología de género” se presentan como las premisas 
de un declive civilizatorio contra el cual es urgente movilizarse. 
En este contexto, el discurso de la laicidad aparece como un re-
curso importante a favor de los derechos reproductivos de las 
personas, en torno al cual se han articulado diferentes grupos 
feministas y sectores liberales. 

Al respecto, quiero mostrar la influencia del principio cons-
titucional de laicidad en el combate a favor de los derechos re-
productivos en México, en particular en lo que respecta a la des-
penalización del aborto. Abordaré la problemática a partir de los 
siguientes ejes. Primero, presentaré una mirada empírica sobre 
las dinámicas históricas y sociales mexicanas, buscando mostrar 
la convergencia entre el proceso de laicización del país y la de-
fensa de una agenda feminista. Segundo, examinaré cómo la Su-
prema Corte ha movilizado el principio de laicidad para reforzar 
la idea de que las mujeres y las personas gestantes son titulares 
de un derecho a la autonomía y a tomar decisiones en materia 
reproductiva. Tercero, analizaré la cuestión de la naturaleza ju-
rídica del embrión y del feto humano desde la perspectiva del 
principio de laicidad.

II. La convergencia histórica de la laicidad 
 y los derechos reproductivos en México

México ostenta una larga trayectoria laica, que hunde sus raíces 
en el movimiento de secularización del Estado acontecido en la 
segunda mitad del siglo XIX. No es posible aquí relatar los por-
menores de la épica lucha que sostuvo la joven República frente 
la Iglesia católica. Basta con decir que la laicización de las institu-
ciones fue una condición para la emancipación y la plena moder-
nidad del Estado frente al poder económico, político y cultural 
de la Iglesia católica. La proclamación de la separación del Estado 
y de la Iglesia aconteció en 1859 y se acompañó de una serie de 
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medidas conocidas como Leyes de Reformas y de la proclama-
ción de la libertad de culto en 1860.3

Al terminar el proceso revolucionario, el régimen de laicidad, 
ideado originalmente sobre la base del liberalismo, se endureció 
con la promulgación de la Constitución de 1917 que estableció 
una normativa anticlerical,4 orientada a excluir a la Iglesia cató-
lica del espacio público, acusada de haber apoyado la reacción 
durante la Revolución. La intransigencia de las disposiciones 
constitucionales dio origen a un movimiento popular de defensa 
del cristianismo conocido como Guerra cristera que obligó al Es-
tado a establecer un régimen de tolerancia conocido como Modus 
vivendi, pero sin modificar el marco normativo. En 1992, una im-
portante reforma constitucional normalizó las relaciones entre 
el Estado y las iglesias, eliminando buena parte de las disposi-
ciones restrictivas, especialmente, en materia de culto público y 
educación. Dos reformas posteriores consolidaron el régimen de 
laicidad: la modificación en 2012 del artículo 40 constitucional 
que define a la República mexicana como representativa, demo-
crática, federal y laica; y la reforma de 2013 al artículo 24 que 
sustituye el término de “libertad de creencias” por el más amplio 
de “libertad de conciencia, de convicciones éticas y de religión”.5

Esta serie de reformas cambió profundamente la compren-
sión de la laicidad en el país, la cual pasó de ser entendida princi-

3	 Bastián, Jean-Pierre, “Leyes de Reforma, ritmos de secularización y moder-
nidad religiosa en México, siglo XIX”, en Blancarte, Roberto (coord.), Las 
leyes de Reforma y el Estado laico: importancia histórica y validez contemporá-
nea, México, El Colegio de México-UNAM, 2013, p. 143.

4	 El artículo 130 de la nueva Constitución retomó el núcleo duro de las 
disposiciones de las Leyes de Reforma, pero fue más allá, ya que eliminó 
la personalidad jurídica de los grupos religiosos, otorgó a los Estados fe-
derados la facultad de determinar el número de ministros de culto en su 
territorio y les prohibió formalmente toda actividad política y discurso. 
La cuestión de la educación también está experimentando una profunda 
transformación, en la medida en que las escuelas confesionales están ahora 
prohibidas en favor de una educación estrictamente laica. 

5	 Salazar Ugarte, Pedro, Barrera, Paulina, Chorny Elizalde, Vladimir, Gaitán 
Uribe, Ana, Reyes, Martín, Salmorán Villar, María de Guadalupe, La Repú-
blica laica y sus libertades: las reformas a los artículos 24 y 40 constitucionales, 
México, IIJ-UNAM, 2015.
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palmente en términos orgánicos “la separación entre el Estado y 
la Iglesia” a una visión más sustantiva —los derechos y libertades 
de las personas en una sociedad plural, abierta y tolerante”. Este 
cambio de paradigma se llevó a cabo en el marco de una renova-
ción discursiva del Estado mexicano, que inició en la década de 
1990 y se consolidó en los años posteriores. Dicho proceso se 
centró en el reconocimiento, protección y garantía de los dere-
chos humanos, como parámetro de legitimidad política y jurídica 
de las instituciones.6 

Históricamente, el discurso de la laicidad ha sido utilizado 
por los movimientos de mujeres para reivindicar la posibilidad 
de controlar su fertilidad. Tras el Primer Congreso feminista de 
Yucatán de 1916, empezó a circular un folleto traducido al espa-
ñol como La regulación de la natalidad o la brújula del hogar que 
surtía a las mujeres “medios seguros y científicos para evitar la 
concepción”. Este feminismo se expresaba no solamente en cla-
ves científicas y racionalistas, sino también laicas e incluso anti-
clericales. Así, la feminista Nelly Aznar llamaba a las mujeres yu-
catecas a alejarse de la Iglesia, que representaba “la ignorancia y 
la continuidad de la esclavitud”. Este activismo contó con el res-
paldo activo del gobierno anticlerical de Yucatán y de los secto-
res socialistas, quienes consideraban la cuestión femenina como 
un campo estratégico de confrontación con la Iglesia católica.7

A partir de la década de 1960, las feministas mexicanas co-
menzaron a hacer del derecho al aborto una de sus principales 
demandas, sin que fuese atendida. En los años 1990, volcaron 
sus esfuerzos a nivel internacional, especialmente, en las Con-
ferencias de El Cairo en 1994 y de Beijing en 1995. Para toda 
una generación de activistas latinoamericanas, estos dos aconte-
cimientos fueron el escenario de una intensa confrontación con 
la Iglesia católica,8 evidenciando una oposición irreconciliable 

6	 Sobre este tema, véase y Salazar, Pedro y Carbonell, Miguel (coords.), La 
reforma constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma, México, 
IIJ-UNAM, 2011.

7	 Acevedo, Marta, A cien años del 10 de mayo, México, UNAM, 2023.
8	 Lamas, Marta, “El aborto en la agenda del desarrollo en América Latina”, 

Perfiles latinoamericanos, vol. 16, núm. 31, 2008; Kissling, Frances, “Géne-
ro, sexualidad y Estado laico”, en A.A.V.V., Cuatro visiones sobre laicidad, 
IIJ-UNAM, 2018.
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entre feminismo y clericalismo. A pesar de la fuerte oposición de 
las delegaciones vaticanas, el rubro “derechos reproductivos” fue 
adoptado por la nomenclatura internacional de los derechos hu-
manos y el aborto comenzó gradualmente a ser entendido como 
una cuestión de salud pública y derechos humanos.9

En este contexto, la defensa del Estado laico y la separación 
efectiva entre el Estado y las iglesias se convirtieron en un com-
ponente importante del discurso feminista latinoamericano en 
los años siguientes, en una región parcialmente secularizada y ca-
racterizada por el auge de las iglesias evangélicas, con frecuencia 
muy conservadoras en cuestiones de moral sexual. La importan-
cia del Estado laico aparece por ejemplo en la Carta de Guanába-
na10 firmada por feministas de toda la región, que subraya la lai-
cidad como una condición necesaria para la toma de decisiones 
autónomas sobre el cuerpo. 

La defensa de la laicidad como baluarte al activismo clerical 
conservador cobró fuerza en México en el marco del proceso de 
despenalización del aborto en la Ciudad de México. Impulsada 
por el Partido de la Revolución Democrática (PRD), el proyecto 
de ley generó una respuesta favorable de diferentes actores de 
la sociedad civil “feministas, sectores académicos progresistas, 
algunos médicos y bioeticistas de renombre”. Pero provocó tam-
bién una fuerte oposición de la derecha y de la Iglesia católica, la 
cual llamó a los fieles a manifestarse en una “peregrinación por 
la vida”, y amenazó con excomulgar a los médicos que practica-
ran abortos y a los legisladores que votaran a favor de la ley. El 
arzobispo y cardenal Norberto Rivera, conocido por sus posturas 
intransigentes, llamó a todos los trabajadores del sector salud a 
hacer valer su derecho a la objeción de conciencia para evitar 
participar en un “execrable asesinato”.11 

De esta manera, la discusión en torno al aborto apareció como 
una reactivación de la vieja disputa entre liberales y conservado-

9	 Ibidem.
10	 García, Moises Sinuhé y Velázquez, Erika Villagrana, “Aborto: controversia 

entre el Estado laico y la Iglesia. Polarización de ideologías”, El Cotidiano, 
vol. 22, núm. 146, 2007.

11	 Ibidem.
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res, en la que los cuerpos de las mujeres se convirtieron en un 
nuevo campo de batalla entre fuerzas seculares y religiosas. Asi-
mismo, la despenalización del aborto fue en gran medida el re-
sultado de una alianza entre feministas y sectores históricamente 
laicos, sobre la base de un consenso en torno a la defensa de la 
laicidad y el principio de separación. Esta emblemática victoria 
estableció el derecho a la interrupción legal del embarazo (ILE) 
en las primeras 12 semanas de gestación, de manera gratuita y 
confidencial, para todas las mujeres que lo desearan. 

No obstante, lejos de haber generado un movimiento de libe-
ralización en el territorio nacional, la despenalización del aborto 
provocó un backlash, es decir, una reacción adversa, a nivel de 
las legislaturas locales. Así, en los años posteriores a la despena-
lización en la capital mexicana, más de la mitad de las 32 entida-
des federativas adoptaron en sus constituciones locales cláusulas 
para “proteger la vida humana desde el momento de la concep-
ción hasta la muerte natural”. El objetivo era impedir la toma de 
decisiones progresistas en materia de derechos reproductivos (y 
de muerte digna), y de crear un clima de inseguridad jurídica 
para disuadir a las mujeres y los profesionales de la salud de rea-
lizar abortos, incluso en los casos permitidos por la ley.

III. La laicidad como derecho a la autonomía de las 
mujeres y las personas gestantes

A partir de la despenalización del aborto en la capital mexicana 
en 2007, la Suprema Corte de Justicia de la Nación empezó a exa-
minar diferentes casos relacionados con la interrupción del em-
barazo, construyendo paulatinamente un discurso basado en la 
autonomía y los derechos fundamentales de las mujeres mexica-
nas. En una primera decisión de 200812, relativa a la legalización 
de la interrupción legal del embarazo (ILE) en el Distrito Fede-
ral, el máximo tribunal de México determinó que la interrupción 
legal del embarazo se ajustaba a la Constitución, destacando que 
las mujeres son titulares de un derecho a la autonomía y que la 

12	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 
146/2007 y su acumulada 147/2007, Ciudad de México, 2008.
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penalización del aborto las coloca en una situación de desventa-
ja frente a los hombres, situación incompatible con su derecho 
constitucional a la igualdad y a la no discriminación. 

A partir de 2018, la Corte resolvió una serie de amparos en 
materia reproductiva, diseñando una hoja de ruta hacia la despe-
nalización del aborto a nivel nacional. En un primer caso, respal-
dó la decisión de una adolescente de terminar un embarazo, cuyo 
producto presentaba severas malformaciones, frente al rechazo 
de la autoridad sanitaria que hacía valer que la salud de la madre 
no estaba en peligro.13 En un segundo caso,14 el juez constitucio-
nal destacó la obligación de un hospital oaxaqueño de proceder 
inmediatamente a la interrupción de embarazo de una víctima 
de violación, servicio que le había sido negado debido al paro de 
los trabajadores administrativos. En el caso Marisa15 de 2019, la 
Corte estableció que las mujeres son portadoras de una dignidad 
intrínseca y de un derecho a la autonomía y al libre desarrollo de 
la personalidad que les permite tomar decisiones libres sobre su 
cuerpo. Asimismo, afirmó que el aborto terapéutico forma parte 
del alcance del derecho a la salud de conformidad con el derecho 
internacional. En otro caso, resuelto en 2021, la Suprema Corte 
estableció que el aborto debe poder realizarse incluso después 
del plazo legal cuando las circunstancias concretas lo justifican.16 

Estas decisiones sentaron precedentes importantes. Sin em-
bargo, tenían un efecto limitado al caso concreto y seguían razo-
nando en términos de causales de no punibilidad en un marco de 
tipificación general del aborto como delito. El cambio de para-
digma se materializó en septiembre de 2021, cuando la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación identificó, en dos decisiones, un 
derecho constitucional a decidir sobre el cuerpo. La primera ac-

13	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en revisión 601/2017, 
Ciudad de México, 2018.

14	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en revisión 1170/2017, 
Ciudad de México, 2018.

15	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en Revisión 1388/2015, 
Ciudad de México, 2019.

16	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en Revisión 438/2020, 
Ciudad de México, 2021.

| 432 

Pauline Capdevielle



ción de inconstitucionalidad17 refería a diferentes disposiciones 
del Código Penal del Estado de Coahuila que establecían penas de 
prisión para las personas que practicaran o consintieran abortos. 
La Corte comenzó su argumentación recordando la obligación 
de realizar un examen de la problemática de acuerdo con el Pro-
tocolo para juzgar con perspectiva de género,18 método que tiene 
como objetivo integrar la categoría analítica género en los pro-
cesos judiciales, con el fin de evaluar los impactos diferenciados 
de la norma según el sexo de las personas y de visibilizar las di-
námicas de subordinación que padecen las mujeres. En segundo 
lugar, identificó la existencia de un “derecho a decidir” resultante 
de la combinación de los principios constitucionales de dignidad, 
autonomía, libre desarrollo de la personalidad, derecho a la vida 
privada, igualdad jurídica y derecho a la salud,19 y del artículo 4º 
constitucional que reconoce el derecho a determinar libremente 
el número e intervalo entre nacimientos. La Corte enfatizó que 
este derecho “se extiende, por supuesto, a las personas con capa-
cidad de gestación”;20 reconociendo, de esta manera, las diversas 
identidades sexuales y de género que pueden estar asociadas a la 
cuestión reproductiva, como los hombres trans y las personas no 
binarias. 

Sobre todo, la Suprema Corte movilizó, en sus argumentos, el 
principio constitucional de laicidad, afirmando que “la sentencia 
que aquí se pronuncia tiene como uno de sus ejes centrales la 
laicidad del Estado Mexicano, la cual tiene una marcada influen-
cia en la construcción de este pilar del derecho a decidir y una 
vinculación directa con el derecho fundamental de conducir la 
vida conforme al plan de vida que se elija”.21 La laicidad, explicó, 
es decisiva para garantizar las libertades de todas las personas en 
un contexto de pluralidad de creencias:

17	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 
148/2017, Ciudad de México, 2021.

18	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, “Protocolo para Juzgar con Pers-
pectiva de Género”, Ciudad de México, 2020.

19	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 
148/2017…, cit., p. 52.

20	 Ibidem, art. 19.
21	 Ibidem, p. 74.
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se tiene que la laicidad, se presenta en los hechos como una garan-
tía para los derechos de las mujeres, en cuanto mecanismo de rei-
vindicación de la razón sobre el dogma, y consecuentemente como 
un proyecto de emancipación intelectual que conlleva el recono-
cimiento de la libertad y autonomía de las personas en cuanto a la 
definición de sus convicciones y creencias. Laicidad y autonomía 
se fortalecen mutuamente al dejar a los individuos una esfera de 
soberanía [�] para poder decidir libremente sobre los aspectos fun-
damentales de su existencia.22

La relevancia del Estado laico ha sido también puesta de re-
lieve en la segunda acción de inconstitucionalidad23 relativa a la 
cláusula de protección de la vida desde la concepción del estado 
de Sinaloa, al considerarlo como la garantía de las decisiones re-
productivas que dan sentido al proyecto de vida de los indivi-
duos.24

IV. La lectura laica de la naturaleza 
 jurídica del embrión humano

La cuestión de la naturaleza jurídica del no nacido ha estado en 
el centro de los debates sobre el tema del aborto en México, y la 
afirmación de un derecho a la vida desde el momento de la con-
cepción sigue siendo uno de los argumentos clave de los sectores 
conservadores. Antes de la despenalización del aborto en la Ciu-
dad de México en 2007, la Corte había argumentado que existía 
un derecho a la vida de todas las personas, incluso antes del na-
cimiento, y que la vida prenatal estaba protegida por los tratados 
internacionales firmados por México, por la Constitución Fede-
ral y por las leyes nacionales. De esta manera, se consideraba que 
el Estado mexicano debía proteger a los embriones y los fetos, y 
penalizar el aborto, salvo en determinadas circunstancias.25 

22	 Ibidem, p. 81.
23	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 

106/2018, Ciudad de México, 2021.
24	 Ibidem, p. 50.
25	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de inconstitucionalidad 

10/2000, Acción de Inconstitucionalidad 148/2017, México, 2002, ht-
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En la citada decisión de 2008, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación comenzó a modificar su jurisprudencia, señalando 
que no existe una protección explícita del derecho a la vida en la 
Constitución mexicana y que, si bien este derecho es un requisito 
lógico para el goce de los otros derechos y libertades, no signifi-
caba que debe considerarse superior a ellos. Este cambio de cri-
terio ha sido fundamental, al abrir la posibilidad de ponderar la 
protección de la vida prenatal y los derechos de las mujeres, per-
mitiendo que el máximo tribunal mexicano confirmara la consti-
tucionalidad de la despenalización del aborto en la capital.26 

En 2012, la Corte examinó la disposición constitucional del 
Estado de San Luis Potosí, que protegía la vida de las personas 
desde el momento de la concepción. Una de las cuestiones jurídi-
cas centrales residía en la determinación de la naturaleza jurídica 
del embrión y del feto, aspecto esencial para la plausibilidad jurí-
dica del derecho al aborto. La Corte consideró que equiparar a un 
feto con una persona nacida constituye una posición dogmática y 
que entra en colisión con el principio constitucional de laicidad. 
Sin embargo, esta decisión no recibió la mayoría calificada de los 
votos necesarios para su obligatoriedad.27 

A nivel del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
el caso de Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) vs. Costa 
Rica identificó criterios fundamentales en el campo de la repro-
ducción. En 2012, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos28 examinó la convencionalidad de una decisión de la Corte 
Suprema de Costa Rica del año 2000, que había prohibido el uso 
de la fertilización in vitro (FIV) por considerar que esta técnica 

tps://www2.scjn.gob.mx/juridica/engroses/3/2000/19/3_37867_0.doc 
Tesis P./J. 13/2002. Derecho a la vida. Su protección constitucional, Ciu-
dad de México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2002, https://sjf2. 
scjn.gob.mx/detalle/tesis/187816

26	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 
146/2007 y su acumulada 147/2007, op. cit.

27	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 
62/2009, Ciudad de México, 2009.

28	 Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) vs. Costa Rica. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 
de noviembre de 2012. Serie C, núm. 257.
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de reproducción asistida vulneraba el derecho a la vida y a la 
dignidad de los embriones, ya que implica la selección y destruc-
ción de embriones humanos. Al hacerlo, reformulaba en claves 
de derechos humanos un argumento desarrollado por la Iglesia 
católica, que se encuentra en la Encíclica Donum Vitae de 1987 
sobre las cuestiones del inicio de la vida humana y que considera 
que existe una persona humana desde el momento mismo de la 
fecundación.29 

En este contexto, la Corte Interamericana tenía que inter-
pretar el artículo 4.1 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, que establece que “Toda persona tiene derecho 
al respeto de su vida.  Este derecho debe estar protegido por la 
ley, y generalmente desde el momento de la concepción. Na-
die puede ser privado arbitrariamente de la vida”.30 El juez in-
teramericano comenzaba su argumentación identificando, en 
la Convención, un derecho a la autonomía reproductiva de las 
personas, basado en los derechos a la vida privada y familiar, a 
la salud reproductiva, a la no discriminación, al libre desarrollo 
de la personalidad y beneficiar del progreso de la ciencia y la 
tecnología. Posteriormente, y tras comprobar la existencia de 
una restricción causada por la decisión del tribunal costarricen-
se, procedía a examinar el argumento según el cual el embrión 
humano tiene derecho a la vida desde el momento de la con-
cepción. Al respecto, mencionaba que el término “concepción” 
puede entenderse de dos maneras diferentes: como sinónimo de 
fecundación, es decir, como la unión entre el espermatozoide y 
el óvulo; o como el momento de la implantación, es decir, cuan-
do el óvulo fecundado se adhiere a la pared uterina. En lo que 
respecta a las técnicas de fertilización in vitro, la diferencia es 
crucial ya que, en el segundo caso, es imposible hablar de con-
cepción al tratarse de embriones que no han sido implantados 
en el cuerpo de la mujer. 

29	 Congregación para la Doctrina de la Fe, “Instruction Donum Vitae sur le 
respect de la vie humaine infantante et la dignité de la procréation. Res-
puestas a algunas preguntas actuales”, 1987.

30	 Convención Americana de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Orga-
nización de los Estados Americanos, Conferencia Especializada Interame-
ricana sobre Derechos Humanos, 1969.
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De acuerdo con la Corte Interamericana, la cuestión del ini-
cio de la vida humana es susceptible de ser examinada desde di-
ferentes perspectivas “biológica, médica, moral y ética, filosófica 
y religiosa”. De tal manera, y puesto que no puede existir un con-
senso al respecto, la Corte señaló que las posiciones que atribu-
yen cualidades metafísicas al embrión humano no pueden pre-
valecer sobre otras en la medida en que ello implicaría imponer 
un tipo de creencia a personas que no las comparten. Además, 
sobre la base de una interpretación sistemática, estableció que 
el embrión humano no se considera una persona en el sentido 
jurídico del término en los diversos tratados de derechos huma-
nos, y que Costa Rica es el único país que prohíbe las técnicas de 
fertilización in vitro. También, afirmó que el derecho a la vida no 
es absoluto, que no puede justificar la anulación de los demás de-
rechos y libertades protegidos por la Convención, y que la expre-
sión “en general”, plasmada en el artículo 4.1, debe entenderse 
como la posibilidad de invocar excepciones a la protección de la 
vida prenatal, la cual no es absoluta, sino gradual e incremental. 
Con base en estas consideraciones, y tras ponderar los diversos 
elementos en juego, la Corte Interamericana concluyó que la pro-
hibición total de esta técnica de reproducción asistida constituye 
una interferencia desproporcionada en los derechos a la autono-
mía reproductiva de las demandantes. 

Esta interpretación del derecho a la vida, calificada por la 
doctrina como científica y laica, permitió derrotar posturas con-
fesionales bajo el disfraz de argumentos de derechos fundamen-
tales.31 Esta decisión de la Corte Interamericana ha tenido un 
impacto fundamental en la región, ya que sus criterios son vin-
culantes para todos los países que reconocieron su competencia 
contenciosa. Así, en México, los principios identificados por el 
juez regional fueron retomados por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en particular, en segunda decisión de septiembre 

31	 Brena Sesma, Ingrid, “Interpretación del artículo 4.1 de la Convención 
Americana sobre la Protección de los Derechos Humanos. Sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Artavia Murillo y otros 
(Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica”, Cuestiones Constitucionales. Revista 
Mexicana de Derecho Constitucional, diciembre de 2014.
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de 202132 que examinó la constitucionalidad de un artículo de la 
Constitución del Estado de Sinaloa que establecía que “desde el 
momento en que un individuo es concebido, entra bajo el ampa-
ro de la ley”. 

En este caso, la Corte reiteró que las mujeres y las personas 
gestantes son titulares del derecho a la autonomía, y que el Es-
tado ha de facilitar las decisiones que toman en materia repro-
ductiva. Refiriéndose a las presiones de los actores religiosos y 
a los criterios establecidos en el caso  Artavia Murillo, recordó 
que el embrión y el feto no pueden ser considerados como per-
sonas, y que “la ética personal y las visiones religiosas —aunque 
protegidas por el orden jurídico, no pueden sustentar decisiones 
normativas”,33 porque “la simple enunciación de que la vida des-
de la concepción merece la idéntica protección que las mujeres 
y personas gestantes sí tiene implicaciones constitucionalmente 
inaceptables para el pleno ejercicio de los derechos de estas últi-
mas”.34 Concluyó que “Una disposición constitucional que coloca 
en el mismo estatus a las personas nacidas y a la vida en gesta-
ción con el propósito de equiparar su protección jurídica trastoca 
el orden constitucional y los valores de un Estado laico, plural y 
democrático”.35

Finalmente, y retomando el criterio de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos relativo el caso Artavia Murillo según el 
cual la protección de la vida prenatal no es absoluta sino gradual 
e incremental, la Suprema Corte de Justicia de la Nación recono-
ció a las mujeres y personas gestantes un derecho a interrumpir 
un embarazo en un periodo cercano al inicio del proceso de ges-
tación.36

32	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 
106/2018…, cit. 

33	 Ibidem, p. 102
34	 Ibidem, p. 103.
35	 Ibidem, p. 104.
36	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acción de Inconstitucionalidad 

148/2017…, cit., p. 232.
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V. Reflexiones finales

En México, la adopción de un nuevo paradigma en materia de 
aborto ha permitido avances significativos en los últimos años. 
Este cambio ha transitado de una visión punitiva a un enfoque de 
derechos humanos, reconociendo a las mujeres y personas con 
capacidad de gestión el derecho a decidir sobre su cuerpo, en 
particular, la posibilidad de determinar libremente si continuar 
o interrumpir un embarazo en un lapso cercano a la concepción. 
Esta victoria altamente simbólica ha sido posible gracias a una 
alianza entre el movimiento feminista y los sectores liberales en 
torno al principio de laicidad, lo cual ha sido históricamente un 
elemento importante de la identidad nacional.

Por su parte, la Corte Suprema ha activado el principio de 
laicidad en algunas de sus decisiones históricas sobre derechos 
reproductivos, movilizando un doble argumento: primero, esta-
bleció un fuerte vínculo analítico entre laicidad y autonomía de 
las mujeres respecto a las decisiones sobre sus cuerpos; segun-
do, consagró una lectura laica de los derechos fundamentales, en 
particular en lo relativo a la controvertida cuestión del derecho 
a la vida de los embriones y fetos.  Señaló, asimismo que el ca-
rácter laico y la vocación de pluralidad y tolerancia del Estado 
mexicano es incompatible con posturas dogmáticas que dotan a 
los embriones de un valor absoluto y superior a la autonomía re-
productiva de los individuos, especialmente de las mujeres. 

Sin embargo, este progreso sigue siendo frágil y no exento 
de posibles retrocesos frente al activismo intenso de los sectores 
religiosos conservadores. De esta manera, los avances consegui-
dos a nivel jurisdiccional no deben hacernos perder de vista que 
cada entidad federativa tiene la responsabilidad de modificar su 
legislación para hacer efectivo un derecho a decidir en materia 
reproductiva. En la actualidad, 19 estados han despenalizado el 
aborto; en el resto del país, las mujeres mexicanas que deseen 
interrumpir su embarazo deben presentar un recurso individual 
ante un juez federal para obtener una autorización y hacer valer 
un derecho que ha sido identificado como fundamental. 
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